PROYECTO DE DECLARACIÓN

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE

DECLARA:


Su beneplácito por la decisión del Consejo de Ministros del Gobierno de España, de fecha 15 de Febrero de 2008, por la cual ha acordado la entrega en extradición de Rodolfo Eduardo ALMIRÓN SENA, argentino, acusado en nuestro país de delitos de lesa humanidad y genocidio (asociación ilícita en concurso real con homicidios cualificados y privación ilegal de libertad), cometidos por la organi-zación ilegal denominada "Triple A", a la que pertenecía y de la que fue jefe opera-tivo. 

Fundamentos

Señor Presidente:


                     Hay que celebrar y recordar. Celebrar que la justicia llega, re-cordar a nuestros hermanos españoles que el mismo asesino sanguinario fue aco-gido por la ultra derecha española a la que habría servido como jefe de seguridad de Manuel Fraga Iribarne en Alianza Popular.  


Ante este hecho nos parece oportuno traer a la memoria de nuestros pares las palabras pronunciadas por el entonces Presidente de nuestro país, Dr. Néstor Kirchner en la apertura de las Sesiones Ordinarias del Congreso Nacional en marzo de 2007. Nos decía: “Este Gobierno no está contra la reconciliación ni a favor de la venganza, sólo quiere reconciliación con justicia, memoria y verdad".

Rodolfo Eduardo Almirón Sena alcanza notoriedad pública en la Argentina por su desempeño como oficial de la Policía Federal en la División de Robos y Hurtos. A comienzos de los años ’60, Rodolfo Almirón junto con su sue-gro, el subcomisario Juan Ramón Morales, el suboficial escribiente Edwin Far-quasohn, alias “El Inglés”, y otros miembros de la sección de Robos y Hurtos de la Policía habrían organizado un grupo delictivo asociado a la banda de Miguel Prieto, alias el “loco Prieto”.

                                 Esa banda comienza a caer en desgracia cuando en 1964 Farquarsohn, que luego sería uno de los jefes de la Triple A, es pescado “in fraganti" conduciendo un coche robado. Ese mismo año, el 9 de junio, en una boite de Olivos, Almirón habría matado al teniente de la Marina estadounidense Earl Davis, quien se encontraba en Argentina realizando estudios con una beca Fullbright. A consecuencia de todo el revuelo para encubrir el asesinato de Davis, Almirón se vio forzado a permanecer inactivo durante una temporada. El incidente protagonizado por Almirón y la caída de Farquasohn crea serios problemas en el grupo.

                                 El cúmulo de incidentes acumulado por Almirón lo lleva a que el 5 de junio de 1970 la Junta de Calificaciones de la Policía Federal lo declare “inep-to para el servicio” y sea separado de la fuerza. Dos años antes, su suegro, el sub-comisario Juan Ramón Morales, fue detenido y procesado por robo y contrabando de automóviles. 
                                Cuando tres años más tarde llega la era de López Rega, alias “el Brujo”, y de Isabel Perón, los ex policías Rodolfo Eduardo Almirón y su suegro Juan Ramón Morales son rehabilitados. El 11 de octubre de 1973, el decreto 1858 de la Presidencia de la República (firmado por Raúl Lastiri, yerno de López Rega) los reincorpora al servicio activo sin ningún tipo de mancha para prestar sus servi-cios como jefes de seguridad del ministro de Bienestar Social, José López Rega. Del mismo modo, ambos fueron ascendidos velozmente: Almirón subió cuatro es-calafones hasta llegar a ser designado subcomisario; mientras que Morales alcan-zó el grado de comisario principal. Al asumir el 25 de mayo de 1973 como ministro de Bienestar Social, López Rega designó como secretario de Deportes y Turismo al Teniente Coronel Jorge Manuel Osinde. Una semana después que asumiera Osinde, una patota se apoderó de Bienestar Social a punta de pistola. La habrían dirigido Morales y Almirón. Poco tiempo después comienza a actuar la Triple A, organización delictiva integrada básicamente por policías a la cual se le imputan alrededor de dos mil asesinatos, ejecuciones masivas, secuestros y todo tipo de acciones ilegales desde junio de 1973.

                                 Rodolfo Eduardo Almirón estaría directamente involucrado en los asesinatos del historiador, periodista y dirigente peronista Rodolfo Ortega Peña, al sacerdote Carlos Mujica, el profesor Silvio Frondizi y el ex jefe de la policía de Buenos Aires, Julio Troxler.

                                 Miguel Bonasso, Diputado Nacional, ex director del diario Noti-cias de Buenos Aires y ex jefe de prensa del ex Presidente Héctor Cámpora, fue una de las personas que milagrosamente logró escapar de la masacre provocada por la AAA. "Yo acuso a Almirón – declaró años atrás a Cambio 16 desde su exilio en México- de haber colado una bomba en mi despacho, en la calle Piedras, y otra en mi casa en la Calle Moldes, en 1974, con el propósito de asesinarme”.

Este siniestro personaje vivió, pese a los antecedentes des-criptos, protegido por indultos y leyes. La anulación de los indultos tendrá que reco-rrer un largo derrotero judicial antes de quedar firme en otras causas con otros pro-tagonistas, por delitos de lesa humanidad. 


Los organismos de Derechos Humanos y cientos de víctimas de la dictadura, así como millones de argentinos bien nacidos, vienen manifestan-do su decisión inquebrantable de exigir fallos reparadores de la impunidad de tanto tiempo, de los crímenes contra la humanidad en nuestro país.


La necesidad de que este cuerpo parlamentario, de naturaleza política, emita un pronunciamiento de características políticas, anima este proyecto. La decisión referida significa un importante paso para terminar con la impunidad de graves violaciones de los derechos humanos y poder avanzar en la investigación de las grandes responsabilidades del terrorismo de Estado.



El largo camino emprendido por el pueblo argentino, en búsqueda de juicio y castigo a los culpables en la búsqueda de verdad y justicia, recibe un nuevo impulso con el dictado en España de esta decisión.


  Esta Cámara de Diputados ya se pronunció en relación a la Declaración de Inconstitucionalidad de las Leyes de Obediencia Debida y Punto Fi-nal, declarando el 16 de Mayo de 2006, “…su beneplácito por la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que declara la inconstitucionalidad de las Leyes de Obediencia Debida y Punto Final”.


En el mismo sentido y por todo lo expuesto, solicitamos a nuestros  pares, acompañen el presente Proyecto de Declaración.

